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N.I.G: 

    LP

Sobre: 

De D./ña.

Representación D./Dª. 

Contra D./Dª. 

Representación D./Dª. 

SENTENCIA Nº 1944

ILMOS. SRES.

MAGISTRADOS:

DON JAVIER ORAÁ GONZÁLEZ

DON RAMÓN SASTRE LEGIDO

DON LUIS MIGUEL BLANCO DOMÍNGUEZ

En Valladolid, a veintinueve de septiembre de dos mil catorce.

Visto por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal

Superior de Justicia de Castilla y León, con sede en Valladolid,

integrada por los Magistrados expresados más arriba, el presente

recurso de apelación registrado con el número 278/14, en el que son

partes:

Como apelante: XXXXXXXXXXXXX, representado ante esta

Sala por la Procuradora Sra. Sastre Matilla y defendido por el

Letrado Sr. Díez Vicario.

Como apelada: El Ayuntamiento de Salamanca, representado ante

esta Sala por la Procuradora Sra. Guilarte Gutiérrez y defendido por

el Letrado Sr. Pastor García.



   

Es objeto del recurso de apelación la sentencia del Juzgado de

lo Contencioso Administrativo número 2 de Salamanca, de 28 de

febrero de 2014, dictada en el Procedimiento Especial de Protección

de los Derechos Fundamentales de la Persona seguido ante el mismo

con el número 190/2013.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El expresado Juzgado dictó sentencia cuyo fallo es

del siguiente tenor: “Que DESESTIMANDO el presente recurso

contencioso-administrativo interpuesto por el Letrado D. Javier Díez

Vicario, en nombre y representación de D. XXXXXXXXXXXXXX,

contra la desestimación presunta, por silencio administrativo del

recurso de reposición interpuesto por el demandante contra el

acuerdo de 10 de mayo de 2013 del Concejal Delgado del Ayuntamiento

de Salamanca por el que se impone a D. XXXXXXXXXXXX una

sanción de 300 € por la comisión de una infracción de carácter muy

grave contra la Ordenanza Municipal reguladora de la venta realizada

fuera de establecimiento comercial permanente y realización de

actividades en la vía pública, declaro que la resolución recurrida

no vulnera los derechos fundamentales de libertad de reunión, de

expresión ideológica y sindical invocados. Todo ello sin efectuar

expresa imposición de las costas procesales causadas en este

procedimiento a ninguna de las partes”.

SEGUNDO.- Contra esa sentencia interpuso recurso de apelación

D. XXXXXXXXXXXXXX, recurso del que, una vez admitido, se dio

traslado al Ayuntamiento demandad, que presentó escrito de oposición

al mismo. Emplazadas las partes, el Juzgado elevó los autos y el

expediente a esta Sala.

TERCERO.- Formado rollo, acusado recibo al Juzgado remitente y

personadas las partes, se designó ponente al Magistrado D. Luis

Miguel Blanco Domínguez.

Al no practicarse prueba ni haberse celebrado vista o

conclusiones, el pleito quedó concluso para sentencia, señalándose

para su votación y fallo el pasado día diecinueve de septiembre.



   

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Se recurre en apelación la Sentencia nº 58/2014 de 28

de febrero de 2014 dictada por el Juzgado de lo Contencioso

Administrativo nº 2 de Salamanca en el procedimiento especial para

la protección de los derechos fundamentales nº 190/2013.

La Sentencia desestima el recurso interpuesto contra la

desestimación presunta por silencio administrativo del recurso de

reposición interpuesto contra el acuerdo de 10 de mayo de 2013

dictado por el Concejal Delegado de Protección Ciudadana y Tráfico

del Ayuntamiento de Salamanca que impone a D. XXXXXXXXXXXXXXXX

una sanción de 300 euros por la comisión de una infracción muy grave

por la ocupación de la vía pública sin autorización.

La Sentencia recoge el hecho probado que constituye la

infracción por la que es sancionado en los siguientes términos:

“poner una mesa en la Plaza del Corrillo de Salamanca con material

impreso de información, difusión y propaganda de la Confederación

Nacional del Trabajo (CNT) el día 2 de marzo de 2013 desde las 17:40

horas a las 20:00 horas, sin autorización municipal” y razona que

esa conducta no está amparada ni por el derecho de reunión, ni por

el ejercicio legítimo de la libertad de expresión.

La parte actora en la instancia pretende con su recurso de

apelación que se revoque la Sentencia dictada y que se estime su

demanda, anulando la sanción impuesta, a lo que se oponen tanto el

Excmo. Ayuntamiento de Salamanca como el Ministerio Fiscal.

SEGUNDO.- Con carácter previo al análisis del recurso de

apelación, hay que decir que esta Sala comparte plenamente los

razonamientos dados por la Juzgadora de instancia en cuanto a la

procedencia del procedimiento especial para la protección de los

derechos fundamentales de la persona, a lo que se oponían tanto el

Excmo. Ayuntamiento de Salamanca como el Ministerio Fiscal, dándose

aquí por reproducidos.

En cuanto a la cuestión de fondo, esto es, si la sanción

impuesta al apelante por la conducta ya descrita (instalación de una

mesa como información y propaganda del sindicato) resulta

improcedente ya que los hechos que se le imputan están amparados por



   

la libertad de expresión y por el derecho de reunión, creemos

oportuno recordar la Sentencia del Tribunal Constitucional 195/2003

de 27 de octubre.

En dicha Sentencia se plantea si resulta contrario al derecho

de reunión y a la libertad de expresión la colocación en la vía

pública de una tienda de campaña saharaui y el uso de megafonía para

dar a conocer las ideas de quienes convocaban una determinada

reunión.

El Tribunal Constitucional resuelve que si bien en el caso

concreto y por las razones que expone el uso de la megafonía pudiera

no estar amparado por los indicados derechos, no sucede lo mismo con

la instalación de la haima, que lo considera como un medio para

poder ejercer la libertad de expresión en los términos que explica

el citado Tribunal y por lo tanto, concluye, que es excesiva la

prohibición de su instalación.

Dicha Sentencia dice: <<Dijimos en nuestra STC 66/1995, de 8 de

mayo, FJ 3 EDJ 1995/2054, que “(e)l derecho de reunión, según ha

reiterado este Tribunal, es una manifestación colectiva de la

libertad de expresión ejercitada a través de una asociación

transitoria de personas, que opera a modo de técnica instrumental

puesta al servicio del intercambio o exposición de ideas, la defensa

de intereses o la publicidad de problemas y reivindicaciones, y

cuyos elementos configuradores son el subjetivo -agrupación de

personas-, el temporal -duración transitoria-, el finalista -licitud

de la finalidad- y el real y objetivo -lugar de celebración (por

todas, STC 85/1988 EDJ 1988/401). También hemos destacado en

múltiples Sentencias el relieve fundamental que este derecho -cauce

del principio democrático participativo- posee, tanto en su

dimensión subjetiva como en la objetiva, en un Estado social y

democrático de Derecho como el proclamado en la Constitución. Para

muchos grupos sociales este derecho es, en la práctica, uno de los

pocos medios de los que disponen para poder expresar públicamente

sus ideas y reivindicaciones”. Por cierto que la vinculación

libertad de expresión-libertad de reunión ha sido igualmente

destacada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en muchas de

sus Sentencias; como aquella en que recuerda que “la protección de

las opiniones y de la libertad de expresarlas constituye uno de los

objetivos de la libertad de reunión” (STEDH caso Stankov, de 13 de

febrero de 2003, § 85), o también al afirmar que “la libertad de



   

expresión constituye uno de los medios principales que permite

asegurar el disfrute efectivo del derecho a la libertad de reunión y

de asociación” (STEDH caso Rekvényi, de 20 de mayo de 1999, § 58 EDJ

1999/26257).

Por lo demás, el ejercicio del derecho de reunión del art. 21

CE está sometido al cumplimiento de un requisito previo: el deber de

comunicarlo con antelación a la autoridad competente (SSTC 36/1982,

de 16 de junio, FJ 6 EDJ 1982/36; 59/1990, de 29 de marzo, FJ 5 EDJ

1990/3535), habiendo de tenerse en cuenta que el deber de

comunicación no constituye una solicitud de autorización, ya que el

ejercicio de este derecho fundamental se impone por su eficacia

inmediata y directa, sin que pueda conceptuarse como un derecho de

configuración legal (SSTC 59/1990, de 29 de marzo, FJ 5; 66/1995, de

8 de mayo, FJ 2 EDJ 1995/2054),”sino tan sólo una declaración de

conocimiento a fin de que la autoridad administrativa pueda adoptar

las medidas pertinentes para posibilitar tanto el ejercicio en

libertad del derecho de los manifestantes, como la protección de

derechos y bienes de titularidad de terceros” (STC 66/1995, FJ 2)>>.

En el Fundamento de Derecho Cuarto se dice: <<En lo

concerniente a los límites del derecho de reunión hemos de reiterar

lo que este Tribunal tiene declarado con carácter general sobre el

alcance los derechos fundamentales, cuyo ejercicio no sólo puede

ceder ante los límites que la propia Constitución expresamente

imponga, sino también ante los que de manera mediata o indirecta se

infieran de la misma, al resultar justificados por la necesidad de

preservar otros derechos o bienes constitucionales (art. 10.1 y STC

14/2003, de 28 de enero, FJ 9 EDJ 2003/1376 y las que allí se

citan), aunque al mismo tiempo deba tenerse en cuenta que las

limitaciones que se establezcan no pueden ser absolutas (STC

20/1990, de 15 de febrero, FJ 5 EDJ 1990/1567), ni obstruir el

derecho fundamental más allá de lo razonable (STC 53/1986, de 5 de

mayo, FJ 3 EDJ 1986/53), pues la fuerza expansiva de todo derecho

fundamental restringe el alcance de las normas limitadoras que

actúan sobre el mismo. De ahí la exigencia de que los límites de los

derechos fundamentales hayan de ser interpretados con criterios

restrictivos y en el sentido más favorable a la eficacia y a la

esencia de tales derechos (SSTC 159/1986, de 16 de diciembre, FJ 6

EDJ 1986/159; 254/1988, de 23 de enero, FJ 3 EDJ 1988/570; 3/1997,

de 13 de enero, FJ 6 EDJ 1997/9).



   

En concreto sobre el ejercicio de la libertad de reunión, el

art. 11.2 del Convenio europeo de derechos humanos (CEDH) EDL

1979/3822 es explícito sobre la posibilidad de adoptar las medidas

restrictivas que “previstas en la Ley, sean necesarias, en una

sociedad democrática, para la seguridad nacional, la seguridad

pública, la defensa del orden y la prevención del delito, la

protección de la salud o de la moral, o la protección de los

derechos y libertades ajenos”, e, interpretando este precepto, el

Tribunal Europeo de Derechos Humanos consideró proporcionada la

orden gubernativa de evacuación de una iglesia ante una reunión

pacífica y en sí misma no directamente perturbadora del orden

público y del derecho de culto, en la que, sin embargo, el estado de

salud de los congregados se había degradado y las circunstancias

sanitarias eran muy deficientes (STEDH caso Cisse, de 9 de abril de

2002, § 51). En la misma línea, este Tribunal Constitucional ha

recordado en su STC 42/2000, de 14 de febrero EDJ 2000/34095, que el

derecho de reunión “no es un derecho absoluto o ilimitado, sino que,

al igual que los demás derechos fundamentales, tiene límites (SSTC

2/1982, de 29 de enero, FJ 5 EDJ 1982/2; 36/1982, de 16 de junio EDJ

1982/36; 59/1990, de 29 de marzo, FFJJ 5 y 7 EDJ 1990/3535; 66/1995,

FJ 3 EDJ 1995/2054; y ATC 103/1982, de 3 de marzo, FJ 1), entre los

que se encuentra tanto el específicamente previsto en el propio art.

21.2 CE -alteración del orden público con peligro para personas y

bienes-, como aquellos otros que vienen impuestos por la necesidad

de evitar que un ejercicio extralimitado de ese derecho pueda entrar

en colisión con otros valores constitucionales” (FJ 2), lo que

también se deduce del art. 10.1 CE.

Por tanto, en los casos en los que existan “razones fundadas”

que lleven a pensar que los límites antes señalados no van a ser

respetados, la autoridad competente puede exigir que la

concentración se lleve a cabo de forma respetuosa con dichos límites

constitucionales, o incluso, si no existe modo alguno de asegurar

que el ejercicio de este derecho los respete, puede prohibirlo.

Ahora bien, para que los poderes públicos puedan incidir en el

derecho de reunión constitucionalmente garantizado, ya sea

restringiéndolo, modificando las circunstancias de su ejercicio, o

prohibiéndolo incluso, es preciso, tal y como acaba de señalarse,

que existan razones fundadas, lo que implica una exigencia de

motivación de la resolución correspondiente (STC 36/1982, de 16 de



   

junio EDJ 1982/36) en la que se aporten las razones que han llevado

a la autoridad gubernativa a concluir que el ejercicio del derecho

fundamental de reunión, tal y como se hubo proyectado por su

promotor o sus promotores, producirá una alteración del orden

público proscrita en el art. 21.2 CE, o bien la desproporcionada

perturbación de otros bienes o derechos protegidos por nuestra

Constitución>>.

Y en el Fundamento de Derecho Sexto dice: <<nos

corresponde determinar ahora si la instalación temporal de las mesas

y de la haima o tienda de campaña y el uso de megafonía deben

entenderse amparadas por el derecho de reunión, abstracción hecha,

en este primer momento, de los límites constitucionales que puedan

concurrir en su utilización.

Ciertamente, el art. 10 LODR (Ley Orgánica 9/1983, de 15 de

junio EDL 1983/8279, modificada por la Ley Orgánica 9/1999, de 21 de

abril EDL 1999/61058) contempla “la fecha, lugar, duración o

itinerario” como los elementos de una posible propuesta gubernativa

de modificación del proyecto de reunión o manifestación. Ahora bien,

dada la íntima conexión histórica y doctrinal entre la libertad de

expresión y el derecho de reunión -hasta el punto que puede decirse,

como en nuestras SSTC 42/2000, de 14 de febrero, FJ 2 EDJ 2000/1158,

y 196/2002, de 28 de octubre, FJ 4 EDJ 2002/44867, que el derecho de

reunión en lugares de tránsito público es “una manifestación

colectiva de la libertad de expresión, ejercitada a través de una

asociación transitoria de personas que opera a modo de técnica

instrumental puesta al servicio del intercambio o exposición de

ideas, de la defensa de intereses, o de la publicidad de problemas o

reivindicaciones”- ha de entenderse, en consecuencia, que los

titulares del derecho del art. 21.1 CE, al amparo del mismo, están

en condiciones de decidir libremente acerca de cuáles han de ser los

instrumentos o vehículos materiales a través de los cuales tratan de

hacer llegar su mensaje a los destinatarios. La posibilidad de

emitir en el momento de la reunión mensajes escritos o verbales

-amplificados por megafonía o no- por parte de los titulares del

derecho de reunión es inescindible de éste, por lo que cualquier

prohibición, limitación o imposición gubernativa sobre este punto ha

de incidir de modo ineludible sobre el derecho de reunión, y ello

con independencia de que, como en el caso, la imposición no afecte a

la fecha, lugar, duración o itinerario de la manifestación. Lo



   

cierto es que al fin de la emisión o intercambio de ideas, mensajes,

reivindicaciones, aspiraciones, denuncias o adhesiones entre

manifestantes y ciudadanos son imaginables una multiplicidad de

medios materiales. Su libre utilización, siempre que no suponga una

desnaturalización del contenido del derecho fundamental y a salvo

los límites constitucionales a los que hemos hecho referencia y que

inmediatamente analizaremos, debe considerase amparada igualmente

por el derecho del art. 21.1 CE.

Desde la perspectiva expuesta, hemos de considerar comprendida

dentro del derecho de reunión, y al tiempo y lugar de la celebración

de la concentración que se comunicó a la Subdelegación del Gobierno

en Santa Cruz de Tenerife, la posibilidad de instalar mesas “para

dejar constancia escrita de su adhesión al motivo de la

concentración-manifestación” y también la de una tienda de campaña

en la que se repartieran panfletos y fueran exhibidos fotografías y

vídeos relacionados con el problema o reivindicación que se deseaba

difundir. Como señala el Ministerio Fiscal, tales aspectos

accesorios de la concentración estaban directamente relacionados con

los fines del acto, aun cuando dichas instalaciones supusieran una

temporal ocupación del espacio de tránsito público, como por lo

demás sucede en toda reunión celebrada en lugares destinados a ese

fin>>.

La Sentencia 195/2003 sigue diciendo en el Fundamento de

Derecho Noveno: <<Un diferente juicio merecen, sin embargo, las

quejas del demandante respecto de la prohibición gubernativa de

instalar mesas y una tienda de campaña en el lugar de la

concentración. Ha de recordarse que el ejercicio del derecho de

reunión, por su propia naturaleza, requiere la utilización de

lugares de tránsito público, y, como decíamos en la STC 59/1990, de

29 de marzo EDJ 1990/3535,”toda reunión en lugar de tránsito ha de

provocar una restricción al derecho de la libertad de circulación de

los ciudadanos no manifestantes, que se verán impedidos de deambular

o de circular libremente por el trayecto y durante la celebración de

la manifestación” (FJ 8). En una sociedad democrática, el espacio

urbano no es sólo un ámbito de circulación, sino también un espacio

de participación (STC 66/1995, FJ 3 EDJ 1995/2054), y, por tanto, la

prohibición de instalar mesas o una tienda de campaña por los

reunidos, con virtualidad para la exposición e intercambio de

mensajes e ideas, no puede justificarse en meras dificultades o



   

simples molestias para la circulación de las personas que allí

transiten, frente a lo que entiende el órgano judicial, como tampoco

es asumible el razonamiento de éste según el cual son los titulares

del derecho de reunión quienes tienen que “justificar

suficientemente” la necesidad de la instalación de la tienda de

campaña, “cuando ya disponían de otros medios para llamar la

atención como la megafonía”, pues es a la autoridad gubernativa a la

que le corresponde motivar y aportar las razones que, desde

criterios constitucionales de proporcionalidad, expliquen por qué

tenía que quedar excluida o limitada la libertad que asiste a los

titulares del derecho del art. 21.1 CE para elegir los instrumentos

que consideren adecuados para la emisión de su mensaje.

De ahí que, en el punto relativo a la prohibición gubernativa

de instalar mesas y una tienda de campaña saharaui o haima en el

tiempo y lugar de la concentración, debamos concluir que se produjo

una desproporcionada restricción del derecho fundamental de reunión

pacífica en lugar de tránsito público. Con tal medida limitativa el

demandante de amparo y las demás personas que se iban a concentrar

se vieron privados de medios virtualmente eficaces para la emisión e

intercambio de los mensajes e ideas cuya difusión era el fin

legítimo de la manifestación, sin que la mera alusión a la “libre

circulación” o a genéricas dificultades para la circulación de

personas pueda tenerse como una razón fundada y proporcionada,

justificativa de que de la prohibición deriven más beneficios o

ventajas para el interés general o para la libre circulación de

otros ciudadanos que perjuicios sobre el derecho fundamental

comprometido con la prohibición>>.

TERCERO.- En el presente caso, como ya se ha dicho, se impone

al apelante una sanción de 300 € por la comisión de una infracción

muy grave consistente en la realización de actividades en la vía

pública al ocupar esta con una mesa donde había folletos

informativos y propaganda del sindicato.

Pues bien, a la vista de la doctrina expuesta tenemos que

concluir que la instalación de esa mesa de propaganda en la Plaza

del Corrillo de Salamanca viene amparada por el ejercicio de la

libertad de expresión.

En efecto, la instalación de la mesa con ese material debe

considerarse como un medio necesario para el ejercicio de la



   

libertad de expresión, con independencia de que se puedan utilizar

otros cauces e instrumentos con la misma finalidad, que es lo que

viene a decir la Sentencia de instancia, ya que quienes ejercen esa

libertad pueden elegir si utilizan una mesa o una mochila en la

medida en que el medio elegido y empleado no lesione otros derechos

e intereses dignos de protección (como es el caso del uso de la

megafonía que la Sentencia del Tribunal Constitucional de 27 de

octubre de 2003 a la que nos hemos referido consideró que no estaba

justificado en las circunstancias allí concurrentes, ni amparado por

la libertad de expresión) y no resulte desproporcionado con la

finalidad que se pretende.

La mera ocupación de la vía pública no puede dar lugar a la

imposición de una sanción ya que quien ejercita un derecho de una

manera legítima y en condiciones que no lesionan los derechos e

intereses de ninguna otra persona no puede recibir sanción de ningún

tipo, tal y como ha dicho el Tribunal Constitucional en la Sentencia

nº 124/2005 de 23 de mayo, citada en la propia Sentencia recurrida.

Debemos añadir que esta Sala ha tenido igualmente en cuenta los

razonamientos contenidos en la citada Sentencia del Tribunal

Constitucional de fecha 27 de octubre de 2003 en su Sentencia de de

17 de diciembre de 2010 (recurso 1978/10).

En consecuencia, el recurso de apelación debe ser estimado y

con él la demanda, debiéndose anular el acto recurrido en la

instancia.

CUARTO.- Con arreglo al artículo 139 de la Ley de la

Jurisdicción no procede imponer las costas de este recurso a ninguna

de las partes.

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente

aplicación

FALLAMOS

Con estimación del recurso de apelación nº 278/14 interpuesto

por la representación procesal de D. XXXXXXXXXXXXXXXX contra la

Sentencia nº 58/2014 de 28 de febrero de 2014 dictada por el Juzgado

de lo Contencioso Administrativo nº 2 de Salamanca en el

procedimiento especial para la protección de los derechos



   

fundamentales nº 190/2013 y con revocación de la misma, debemos

anular y anulamos por su disconformidad con el ordenamiento jurídico

el acuerdo de fecha 10 de mayo de 2013 dictado por el Concejal

Delegado del Ayuntamiento de Salamanca (confirmado al desestimarse

por silencio el recurso de reposición interpuesto contra el mismo)

que imponía una sanción de 300 euros por la comisión de una

infracción muy grave por la ocupación de la vía pública sin

autorización.

No procede imponer las costas de este recurso a ninguna de las

partes.

Esta sentencia es firme y contra ella no cabe interponer

recurso.

Devuélvanse los autos originales y el expediente al órgano

judicial de procedencia, acompañándose testimonio de esta sentencia.

Así por esta nuestra sentencia lo pronunciamos, mandamos y

firmamos.

PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia por el 
Ilmo. Sr. Magistrado Ponente que en ella se expresa en el mismo día 
de su fecha, estando celebrando sesión pública la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla y León en Valladolid, de lo que yo, la Secretaria de Sala, 
doy fe.
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